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La mancha de aceite de las sospe-
chas pasadas sobre la Sociedad Es-
tatal de Participaciones Industrial 
(SEPI) se extiende ya hasta su cúspi-
de. Después de que los tribunales ha-
yan puesto en su punto de mira los 
rescates autorizados de Plus Ultra o 
Air Europa durante la pandemia, el 
juez de la Audiencia Nacional San-
tiago Pedraz dio este lunes el paso 
de imputar a la presidenta de la SEPI, 
Belén Gualda. Lo hizo en la investiga-
ción sobre la ‘trama Hirurok’ de pre-
suntos amaños de expedientes pú-
blicos que lideraban la exmilitante 
socialista Leire Díez, el expresiden-
te del organismo Vicente Fernández 
y el empresario Antxon Alonso, y en 
la que también estuvo encuadrado 
Santos Cerdán. Además de Gualda, 
el instructor encausa a otras 24 per-
sonas después de que la Fiscalía An-
ticorrupción apreciara indicios de cri-
minalidad en una red que, según el 
Ministerio Público, habría influido 
en ayudas públicas, contratos, adju-
dicaciones y operaciones societarias. 

En el informe que ha servido a Pe-
draz para imputar a la máxima res-
ponsable de la SEPI, la Fiscalía sitúa 
a Gualda en el centro del expediente 
de Tubos Reunidos, la empresa vasca 
que acudió al Fondo de Apoyo a la 
Solvencia de Empresas Estratégicas, 
el FASEE, y cuya tramitación es una 
de las cinco operativas que Antico-
rrupción atribuye a Hirurok. El escri-
to fiscal apunta a tráfico de influen-
cias, malversación, prevaricación ad-
ministrativa, organización criminal y 
uso de información privilegiada por 
cargos públicos.  

La compañía solicitó el 7 de enero 
de 2021 un apoyo público de 115 mi-
llones al FASEE, tras iniciar los con-
tactos en septiembre del año anterior. 
El Consejo Gestor del fondo lo apro-
bó el 13 de julio y el Consejo de Mi-
nistros lo autorizó el día 20 del mismo 
mes. Según Anticorrupción, Vicente 
Fernández actuó como intermedia-
rio entre la empresa y la SEPI, obtu-
vo información interna sobre el ex-
pediente y la trasladó a responsables 
de Tubos Reunidos. Ahí aparecen 
otros cargos de la sociedad estatal. 
Miguel Ángel Figueroa Teva, por ejem-
plo, que habría remitido documenta-
ción interna a Fernández. Y Rosario 
Martínez Manzanedo, directora de 
Participadas vinculada a la tramita-
ción del expediente. 

El 3 de junio de 2021, siempre se-
gún el relato fiscal, Figueroa informó 

a Vicente Fernández de que «BG» –si-
glas que el escrito atribuye a Belén 
Gualda– tenía intención de sacar ope-
raciones la semana siguiente. Entre 
ellas, Tubos Reunidos. Once días des-
pués, el 14 de junio, Figueroa habría 
enviado a Fernández documentación 
interna del Consejo Gestor del FASEE. 
Entre los archivos figuraba una ante-
propuesta de resolución sobre Tubos 
formulada por Martínez Manzanedo, 
con el visto bueno del vicepresiden-
te Bartolomé Lora y la aprobación de 
la presidenta de la SEPI. 

La Fiscalía incorpora además un 
documento interno de Tubos Reuni-
dos sobre el fondo de rescate. En ese 
papel constaba que la solicitud tenía 
informes favorables de unidades de la 
SEPI, asesores externos y el Ministe-
rio de Industria, además del «com-
promiso» de Gualda con el entonces 
presidente ejecutivo de Tubos Reu-
nidos, Francisco Vicente Irazusta, para 

que la petición fuera aprobada por el 
Consejo Gestor. 

«Julián Mateos → SEPI». La anota-
ción manuscrita estaba en la agenda 
de Santos Cerdán intervenida en Fe-
rraz y cobra ahora otro peso. Julián 
Mateos-Aparicio, director del FASEE 
y Promoción Empresarial de la SEPI, 
también ha sido imputado. Pedraz ya 
había recordado en otro auto que ese 
cargo era el responsable de la instruc-
ción y seguimiento de los expedien-
tes de ayuda pública. 

Anticorrupción no se queda en la 
concesión inicial. Señala también la 
fase posterior: seguimiento, devolu-
ción y renegociación de condiciones. 
Tras recibir el rescate, Tubos Reuni-
dos formalizó contratos con Media-
ciones Martínez, sociedad vinculada 
al colectivo Hirurok, que, según la Fis-
calía, sirvió para retribuir de forma 
encubierta las gestiones realizadas. 
El primer contrato fijaba 5.000 euros 

mensuales por supuestos servicios 
de asesoramiento y desarrollo de ne-
gocio. En total, 114.959 abonados me-
diante 21 facturas por «prospección 
de mercados». 

Luego, Tubos vendió un inmueble 
y debía destinar parte de esos fondos 
a amortizar deuda vinculada al FA-
SEE. La empresa volvió a recurrir a 
Vicente Fernández y a Leire Díez para 
conseguir una autorización que le 
permitiera aplazar esa amortización 
y disponer de liquidez. El 13 de no-
viembre de 2024 se celebró una reu-
nión en Ferraz. En ella, según el su-
mario, estuvieron Cerdán, Díez, Fer-
nández y el director general de Tubos 
Reunidos, Carlos López de las Heras, 
así como el consejero Jesús Pérez Ro-
dríguez Urrutia. La Fiscalía vincula 
esa cita con la autorización posterior 
del aplazamiento de deuda. 

Las presuntas mordidas 
La secuencia administrativa llegó me-
ses después. El 14 de marzo de 2025 
Tubos presentó una nueva solicitud 
ante el FASEE. El 21 recibió informe 
favorable de la Dirección Económi-
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